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Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplicativo siglo XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 

Sede Judicial  CAN
RJLP

De: Luis Fernando Fino Sotelo <lfino@mincultura.gov.co>

Enviado: lunes, 18 de abril de 2022 2:23 p. m.

Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Cc: josemjaimes333@hotmail.com <josemjaimes333@hotmail.com>

Asunto: CONTESTACION DEMANDA PROCESO 2021-00274
 
Señor 
Juez Cuarto (4º) Administrativo Oral de Bogotá D.C. 
Sección Primera 
Doctor: Lalo Enrique Olarte Rincón 
Correo electrónico: correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co; admin04bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 

1. S.                             D. 
 
Medio de Control: Acción Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Radicación:        11001333400220210027400 
Demandantes:    Conjunto Hacienda Santa Bárbara PH 
Demandados:     Nación – Ministerio de Cultura 
 
ASUNTO:             Contestación Demanda 
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LUIS FERNANDOFINO SOTELO, abogado en ejercicio, identificado como  aparece al  pie de mi  firma, actuando  como
apoderado judicial del MINISTERIO DE CULTURA, persona jurídica de derecho público, en calidad de demandada dentro del
proceso de la referencia, según poder a mi conferido, manifiesto al despacho, que encontrándome dentro del término legal y
oportuno, procedo a descorrer el traslado otorgado en el auto de fecha 10 de febrero de 2022, notificado por correo
electrónico a la entidad que represento el 24 de febrero de 2022, con relación, a la demanda impetrada a través del medio de
control de nulidad y restablecimiento frente a las Resoluciones No 2897 del 17 de septiembre de 2019 y   0121 del 8 de
febrero de 2021 expedidas por el Jefe de la Oficina Jurídica del Ministerio de Cultura, para tales efectos, aporto memorial de
contestación de demanda junto al poder y anexos de representación judicial de la entidad en archivo PDF.

En archivo PDF independiente aporto el expediente administrativo contentivo del PAS 2017-0017 el cual está relacionado como medio
probatorio dentro de la contestación de la demanda y para los fines procesales pertinentes.

Del Señor Juez, con el debido respeto

Luis Fernando Fino Sotelo

Abogado

Grupo Defensa Judicial 

Ministerio de Cultura



 

 

Bogotá D. C., 18 de abril de 2022 
 
Señor 
Juez Cuarto (4º) Administrativo Oral de Bogotá D.C. 
Sección Primera 
Doctor: Lalo Enrique Olarte Rincón 
Correo electrónico: correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co; admin04bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 
E. S. D. 
 
Medio de Control: Acción Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Radicación: 11001333400220210027400 
Demandantes: Conjunto Hacienda Santa Bárbara PH 
Demandados: Nación – Ministerio de Cultura 
 
ASUNTO:             Contestación Demanda 

 

LUIS FERNANDO FINO SOTELO, abogado en ejercicio, identificado como aparece al pie de mi firma, actuando 
como apoderado judicial del MINISTERIO DE CULTURA, persona jurídica de derecho público, en calidad de 
demandada dentro del proceso de la referencia, según poder a mi conferido, manifiesto al despacho, que 
encontrándome dentro del término legal y oportuno, procedo a descorrer el traslado otorgado en el auto de 
fecha 10 de febrero de 2022, notificado por correo electrónico a la entidad que represento el 24 de febrero de 
2022, con relación, a la demanda impetrada a través del medio de control de nulidad y restablecimiento frente 
a las Resoluciones No 2897 del 17 de septiembre de 2019 y  0121 del 8 de febrero de 2021 expedidas por el 
Jefe de la Oficina Jurídica del Ministerio de Cultura, por las razones que a continuación se relacionan: 

A LAS PRETENSIONES 

Su señoría, del petitum de la demanda se puede colegir que las pretensiones de nulidad y restablecimiento 
del derecho tienen como propósito buscar que mediante sentencia se declare la nulidad y se restablezcan los 
derechos presuntamente vulnerados con la expedición de las Resoluciones No 2897 del 17 de septiembre de 
2019 y la 0121 del 8 de febrero de 2021, por medio de las cuales se adoptaron decisiones en derecho dentro 
del proceso administrativo sancionatorio en adelante PAS-2017-0017 con el fin de garantizar la protección del 
Patrimonio Cultural de la Nación representado en este caso en el conjunto arquitectónico denominado “Casa 
de la Antigua Hacienda Santa Bárbara y su zona de influencia” ubicado en la Carrera 7ª No 115-52 de Bogotá 
D.C., por lo cual ME OPÓNGO a todas y cada una de las  pretensiones incoadas en la demanda. 

Como fundamento de la oposición al petitum del libelo demandatorio, esta el hecho, que el acto administrativo 
de declaratoria como bien de interés cultural de la nación, es un acto legal, vigente, eficaz desde el momento 
de su publicación, generando los efectos jurídicos de protección sobre el BIC NAL, no menos importante, es 
que el demandante dentro del procedimiento administrativo sancionatorio, no logro demostrar que hubiese 
cumplido con los requisitos de ley que se exigen para hacer las intervenciones en los bienes jurídicamente 
tutelados, es decir, nunca aporto la autorización para la intervención que realizo. 

La declaratoria sobre el inmueble como un bien de interés cultural de la nación (BIC NAL), no constituye una 
limitación al dominio como se quiere hacer ver en la demanda, por el contrario son medidas protectoras que 
se adoptan con el fin de amparar el patrimonio histórico y cultural del que gozan estos bienes, en 
consecuencia, las sanciones impuestas en el PAS 2017-0017 terminan siendo un paliativo mínimo frente al 
grave daño ocasionado al patrimonio cultural de la nación por los hoy demandantes. Es por eso, que las 
pretensiones de la demanda no son de aceptación y recibo, por el contrario, generan un rechazo de facto en 
atención al daño causado al bien jurídicamente tutelado y que a la fecha no ha sido reparado por el accionante.   

DE LOS HECHOS 

Frente a este capítulo incoado en la demanda, y en atención al escrito subsanatorio procedo a realizar 
pronunciamiento frente a los hechos ajustados en el citado escrito como sigue a continuación:  

Al I. Es cierto, en lo que tiene que ver a la expedición del acto administrativo No 467 del 2 de mayo de 2005, 
el cual tiene como fundamento la protección del Patrimonio Cultural de la Nación representado en el inmueble 
denominado “Casa de la Antigua Hacienda Santa Bárbara” ubicado en la carrera 7ª No 115-52, lo que se debe 
dejar claro y que no es cierto, es que dicho acto administrativo es de carácter general, motivo por el cual no 
procedía la notificación personal del mismo como erradamente lo pregona el demandante por intermedio de 
sus apoderado judicial. 



 

 

Al II. No es cierto, que lo pruebe, dicha afirmación carece de fundamento probatorio, pues dentro de la 
demanda en traslado no se observa documento o medio probatorio que soporte dicha conclusión, por el 
contrario, el deber de informar a la oficina de registro de instrumentos públicos sale de una norma posterior a 
la expedición de la resolución No 467 del 2 de mayo de 2005, esa norma es la ley 1185 de 2008 la que 
introduce la comunicación a la oficina de registro a la cual pertenece su registro, el bien que es objeto de la 
declaratoria, siendo claro que los efectos de esta ley no pueden ser aplicados hacia el pasado y por ende la 
resolución que hace la declaratoria no es objeto del cumplimiento de esta carga. 

Al III. Es cierto, el ministerio de cultura en el marco de sus competencias constitucionales y legales profiere el 
auto citado en dicho supuesto fáctico, pero previo a la emisión de esa providencia, se efectuó el 14 de julio de 
2016 visita técnica al mencionado bien, realizada por la Dirección de Patrimonio y Memoria perteneciente a la 
entidad que represento, donde se indico de manera clara y detallada las intervenciones sin autorización que 
había realizado el hoy demandante, tal y como da cuenta los folios del 1 al 12 del expediente administrativo, 
el cual se procederá a aportar para los fines probatorio pertinentes, en búsqueda de la garantía de protección 
al patrimonio cultural de la nación. 

Al IV: Es cierto. 

Al V: Es cierto. 
 
Al VI. Es cierto, se profirió el auto señalado, lo que no es acorde a la realidad, es la afirmación realizada por el 
apoderado de la parte actora pues no se negó la prueba que hizo el demandate dentro de la actuación 
administrativa, si se observa el auto con detenimiento no se evidencia de rechazo de la solicitud probatoria, por 
el contrario, y en atención a las disposiciones allí invocadas como fundamento del decreto de la prueba,  se 
solicito la asistencia técnica de la Dirección de Patrimonio por ser quien ostenta las calidades y conocimiento 
en este tipo de bienes de interés cultural. Es así que en atención al decreto de la prueba el jefe de la Oficina 
Asesora Jurídica envía comunicación del 17 de mayo de 2018, dirigida al director de patrimonio como también 
en comunicación de la misma fecha se le informa al apoderado de la parte investigada dentro de la actuación 
administrativa sobre el contenido de la decisión del auto en comento la decisión contenida en el numeral 
segundo del auto 0361 de 2018. Es así como mediante concepto técnico visto a folio 69 al 72 del expediente 
PAS 2017-0017, se señalan las características técnicas que presentan las intervenciones sin autorización 
realizadas por le hoy demandante sobre el bien jurídico tutelado. 
 
Al VII. Es cierto. 
 
Al VIII. Es cierto. 
 
Al IX. Es cierto, se emitió la Resolución 2897 del 17 de septiembre de 2019, por medio de la cual se decidió de 
fondo la pluricitada actuación administrativa, donde se impuso la multa señalada en el supuesto fáctico en 
comento, por la evidente intervención sin autorización realizada por el hoy demandante, lo cual atento 
flagrantemente contra los valores de los cual gozaba el bien y que se buscaban proteger con la declaratoria 
realizada por la resolución 467 del 2 de mayo de 2005. 
 
Al X. Es cierto.  
 
Al XI. Es cierto. 
 
Al XII. Es cierto. 
 
Al XIII. Es cierto. 
 
Al XIV. Es cierto. 
 
Al XV. Es cierto. 
 
Al XVI. No me consta que se pruebe. 
 
DE LAS NORMAS VULNERADAS. 
 
Sobre este capítulo se debe advertir como primera medida que el demandante de manera genérica cita las 
disposiciones normativas que él considera vulneradas, pero no identifica en cuales y de que forma incurrió 
presuntamente el Ministerio de Cultura en su vulneración. 
 



 

 

Vale la pena indicar que los actos aquí cuestionados se profirieron en el marco de una actuación administrativa 
garantista que le brindo al hoy demandante CONJUNTO HACIENDA SANTA BÁRBARA P.H., los momentos 
procesales pertinentes y oportunos  para que demostrara que en realidad si contaba con la autorización 
adecuada para hacer la intervención en el BIC NAL, en consecuencia, los actos en mención fueron 
concebidos bajo los lineamientos legales que le permiten al Ministerio de Cultura adelantar las actuaciones 
administrativas con el fin de proteger el patrimonio cultural de la Nación que reviste un interés general para 
todos. 
 
En atención a lo anterior las disposiciones normativas invocadas como vulneradas deben ser desestimadas por 
el respetable despacho, por no encontrar transgresión alguna al ordenamiento jurídico en materia de protección 
a los bienes de interés cultural. 
 
Por el contrario, fue el demandante quien evidentemente transgredió el ordenamiento jurídico colombiano al no 
contar con la autorización pertinente, para adelantar la intervención en el patio como capilla correspondiente 
a las instalación o mejor cambio de pisos, amueblamiento y cerramiento de cubierta, sin la respectiva 
autorización del Ministerio de Cultura, tal y como se logro advertir en el procedimiento administrativo 
sancionatorio PAS-2017-0017. 
 
SOBRE EL CONCEPTO DE VIOLACIÓN EXPUESTO EN LA DEMANDA: 
 
El apoderado de la parte demandante en este capítulo lo distribuye en conceptos independientes los cuales se 
proceden a replicar de la misma manera tal y como están señalados en la demanda así: 
 

I. VIOLACION AL DERECHO AL DEBIDO PROCESO 
 
En este acápite se observa que la parte demandante incluye como concepto de vulneración o de violación del 
debido proceso un acto administrativo que no es objeto de cuestionamiento en la presente causa como lo es la 
Resolución 467 de 2005. Ahora bien, el abogado de la parte demandante en su relato indica tímidamente que 
los actos demandados (Resoluciones 2897 de 2019 y la 0121 de 2021) transgredieron el debido proceso de su 
cliente, porque según él, la Resolución 467 de 2005 no es vinculante por no haberse notificado dicho acto 
personalmente a su mandante Conjunto Hacienda Santa Bárbara P.H. 
 
Lo primero que hay que aclarar es que la Resolución 467 de 2005 no es un acto administrativo mixto pode ende 
su connotación o características no son las de un acto de contenido particular y concreto como lo insinúa el 
actor a través de su apoderado, estamos ante la presencia de un acto administrativo general, el cual, no se 
notifica de forma personal como lo considera erradamente el demandante. Su forma de hacerse oponible se 
encontraba consagrada inicialmente en el artículo 43 del Decreto 01 de 1984:  
 

ARTÍCULO 43. Deber y forma de publicación. Los actos administrativos de carácter general no serán 
obligatorios para los particulares mientras no hayan sido publicados en el Diario Oficial, o en el diario, 
gaceta o boletín que las autoridades destinen a ese objeto, o en un periódico de amplia circulación en 
el territorio donde sea competente quien expide el acto. (Subraya mía) 

 
Mismo concepto que fue recogido por el artículo 65 de la ley 1437 de 2011 modificado a su vez por el artículo 
15 de la ley 2080 de 2021 que señala:  
 

Artículo 65: Deber de publicación de los actos administrativos de carácter general. Los actos 
administrativos de carácter general no serán obligatorios mientras no hayan sido publicados en el Diario 
Oficial o en las gacetas territoriales, según el caso. 

 
Nótese su señoría que tanto el Decreto 01/84 como la ley 1437 de 2011, tienen la misma intencionalidad para 
la generación de los efectos jurídicos en los actos administrativos de carácter general que se persiguen, razón 
por la cual, la Resolución 467 de 2005 al ser publicada en el Diario Oficial cumple con el requisito de publicidad 
y en consecuencia sus efectos jurídicos son validos y eficaces desde esta fecha. 
 
El concepto sobre la característica que le pretende imprimir el apoderado de la parte actora a la Resolución 467 
de 2005 como un acto administrativo mixto, no tiene asidero puesto que, como primera medida el propósito 
principal del mismo, es hacerle el reconocimiento y su debida protección a los valores que integran dicho BIC 
NAL, como lo son: 
 
VALORES: 
 



 

 

- De orden temporal 
- De orden Físico  
- De orden Estético  
- De representatividad histórica 
- De representatividad cultural 

 
Estos elementos o valores que integran el bien denominado CASA DE LA ANTIGUA HACIENDA SANTA 
BÁRBARA y su zona de influencia localizado en la carrera 7ª No 115-52 de Bogotá, son definiciones que 
integran las bases para fundar el acto administrativo que hace la declaratoria, que lo único que busca, es que 
primen los derechos generales sobre los particulares, si se revisa la ratio deciden di del acto de declaratoria, 
observamos que solo tiene decisiones con efectos generales, las cuales gravitan en la protección del patrimonio 
cultural de la Nación. En conclusión, el acto administrativo antes mencionado busca proteger el interés general 
de los colombianos. 
 
La tesis de la parte demandante en cuanto a que la declaratoria del BIC NAL de la CASA DE LA ANTIGUA 
HACIENDA SANTA BÁRBARA, es un acto mixto porque: “viene acompañada de cantidad de obligaciones y 
posibles sanciones que con el surgimiento del acto administrativo los afecta en forma directa, individual y solo 
a ellos.” Se hace necesario aclarar que el contenido del acto no representa ninguna carga para quienes ostentan 
el derecho de dominio sobre el BIC NAL, por el contrario, salva guarda su protección y permite que se conserven 
todos los elementos culturales que integran dicho bien, los cuales son representativos para nuestra sociedad 
colombiana y capitalina, precisamente tal y como lo indica el demandante, se hizo en búsqueda de salvaguardar 
el interés general.  
 
Ahora bien, la demanda resulta ser imprecisa dado que el extremo actor dentro del concepto de violación 
normativa no ha logrado concatenar los presupuestos de hecho y de derecho sobre los cuales funda su acción 
frente a los actos demandando, es más, no ha definido si quiere demandar los actos administrativos proferidos 
en marco del PAS 2017-0017 o si por el contrario pretende la nulidad únicamente de la  Resolución 467 de 2005 
la cual hace la declaratoria, pues de su argumento con relación al concepto de violación normativa, no esta en 
caminado a desvirtuar los presupuestos fácticos y jurídicos que rodearon el proferimiento de los actos 
administrativos 2897 de 2019 y 0121 de 2021 si no de las apreciaciones subjetivas que se hacen en el marco 
del acto que hace la declaratoria. 
 
La legalidad y validez del acto administrativo se funda en que las decisiones tomadas sean adecuadas a los 
fines de la norma que los autoriza (Ley 397 de 1997) por lo cual, la Resolución 467 de 2005 esta acorde 
absolutamente a los propósitos de la Ley de Cultura, contiene los elementos necesarios, ponderados y 
razonables frente a los efectos jurídicos que ella produce y que a su vez persigue.  
 
Como conclusión, la Resolución 467 de 2005 contiene situaciones jurídicas impersonales, que son abstractas 
y concretas, de ella no emana y no existe la alteración de algún derecho de carácter particular y concreto que 
pueda llegarse a ver transgredido con la declaratoria del BIC NAL, es por ello, que brilla por su ausencia la 
característica de acto mixto. 
 
Malinterpreta el apoderado de la parte demandante el contenido de la Resolución 467 de 2005, puesto que el 
contenido del mismo es acorde al encabezado y tiene un propósito de carácter general y es la protección jurídica 
del bien jurídico tutelado con la declaratoria que contiene y que salvaguarda los intereses como lo es la 
protección al patrimonio cultural.  
 
Como conclusión la resolución por medio de la cual se hace la declaratoria no es un acto administrativo de 
carácter mixto, no se alteran situaciones particulares y concretas en razón a ello no opera la notificación personal 
de esta resolución, si no que su medio de publicación para constituir el elemento de eficacia es la publicación 
en el Diario Oficial, tal y como en otrora lo contemplaba el Decreto 01 del 84, hoy el CPACA. 
 

II. FALTA DE COMPETENCIA DEL MINISTERIO DE CULTURA PARA APLICAR SANCIONES AL 
CONJUNTO HACIENDA SANTA BARBARA P.H. 

 
Aduce equívocamente el actor, que el Ministerio de Cultura no gozaba de las competencias para sancionar al 
CONJUNTO HACIENDA SANTA BÁRBARA P.H., porque según él, la Resolución 467 de 2005 no esta 
ejecutoriada, por lo que no tiene efectos jurídicos, para desvirtuar este punto de vista tenemos que la ley 397 
de 1997 en su artículo 8 dispone:  
 

ARTÍCULO  8º.- Declaratoria y manejo del patrimonio cultural de la Nación. Modificado por el Artículo 5 de 
la Ley 1185 de 2008. El Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Cultura y previo concepto del Consejo 
de Monumentos Nacionales, es el responsable de la declaratoria y del manejo de los monumentos 



 

 

nacionales y de los bienes de interés cultural de carácter nacional.  (subraya fuera de texto) 
 
Entonces como primer elemento que define la competencia del Ministerio de Cultura tenemos uno de rango 
legal, como la citada ley, es así como quedo plasmada la voluntad del legislador al asignar la competencia al 
Ministerio de Cultura para hacer las declaratorias de los bienes de interés cultural de carácter nacional, situación 
que se observa en los fundamentos normativos contenidos en la Resolución 467 de 2005 “por medio de la cual 
se declara “Casa de la Antigua Hacienda Santa Bárbara” ubicado en la Carrera 7ª No 115-52 de Bogotá D.C.”. 
Es decir, que la competencia para efectuar las declaratorias emana de la ley y no de un capricho de la 
administración como lo sugiere el extremo activo. 
 
No obstante, lo anterior y para reforzar el criterio de competencia que le asiste al Ministerio de Cultura en 
materia sancionatoria la ley 397 de 1997 modificada por la 1185 de 2008 que en su artículo 10 reza: 
 

4.  Si la falta consiste en la intervención de un bien de interés cultural sin la respectiva autorización en la forma 
prevista en el numeral 2 del artículo 11 de este título, se impondrá multa de doscientos (200) a quinientos (500) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes por parte de la autoridad que hubiera efectuado la respectiva 
declaratoria. En la misma sanción incurrirá quien realice obras en inmuebles ubicados en el área de influencia o 
colindantes con un inmueble de interés cultural sin la obtención de la correspondiente autorización, de conformidad 
con lo previsto en el numeral 2 del artículo 11 de este título. 
 
Parágrafo 1°. El Ministerio de Cultura, el Instituto Colombiano de Antropología e Historia, el Archivo General de la 
Nación y las entidades territoriales en lo de su competencia, quedan investidos de funciones policivas para la 
imposición y ejecución de medidas, multas, decomisos definitivos y demás sanciones establecidas esta la ley, que 
sean aplicables según el caso. 
 
Parágrafo 2°. Para decidir sobre la imposición de las sanciones administrativas y/o disciplinarias y de las 
medidas administrativas previstas en este artículo, deberá adelantarse la actuación administrativa acorde 
con la Parte Primera y demás pertinentes del Código Contencioso Administrativo".  Subraya y negrilla fuera 
de texto. 

 
Teniendo en cuenta lo anterior, vale la pena aclarar que el Ministerio de Cultura no se arrogo ninguna 
competencia, de manera arbitraria como lo sugiere el demandante, sencillamente actuó dentro del marco 
normativo vigente y en atención a las disposiciones normativas señaladas, la cartera cuenta con la competencia 
legal tanto para efectuar la declaratoria como para adelantar las actuaciones administrativas necesarias para 
la protección del patrimonio cultural de la Nación. El argumento del actor en el cual basa la supuesta 
incompetencia del Ministerio es por que, según él, la Resolución 467 de 2005 no ha nacido a la vida jurídica, 
por no haber sido notificada personalmente y no estar ejecutoriada, apreciación subjetiva carente de vocación 
de prosperidad, puesto que como se dijo líneas atrás dicho acto es de carácter general y sus efectos se 
produjeron desde el momento en que se hizo la publicación en el Diario Oficial. 
 

III. FALSA MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS ATACADOS 
AL SUSTENTAR SU DECISIÓN EN LA RESOLUCION 467 DE 2005, LA 
CUAL CARECIA DE FUERZA DE EJECUTORIA. 

 
Resulta inaplicable el concepto de falta de motivación que se esgrime por el apoderado de la parte demandante 
en el entendido que su sustentación se basa en apreciaciones subjetivas no soportadas en el acervo probatorio 
arrimado con la demanda, además de no estructurar en debida forma los elementos en que pregona la nulidad 
de un acto administrativo, es decir, que para que se configure la falta de motivación se deben dar situaciones 
como: 
 

1. Falsedad en los hechos que se invocan para la concepción del acto. 
2. Apreciación errónea de los hechos en los que se basa el acto, es decir, que los supuestos fácticos si 

ocurrieron, pero no corresponden a los supuestos descritos en las normas que se fundan. 
 
Ninguna de estas 2 circunstancias anteriormente descritas fueron invocadas por el actor como elementos de la 
falsa motivación frente a la Resolución 467 de 2005, y menos frente a las Resoluciones No 2897 del 17 de 
septiembre de 2019 y la 0121 del 8 de febrero de 2021, y aún así, en el evento que las mismas se hubiesen 
invocado, estas no habrían sido prósperas, puesto que el acto cuestionado se encuentra realmente fundado en 
los supuestos fácticos y jurídicos para la época de su expedición. Es decir, que los motivos para la expedición 
del acto siempre han existido y son necesarios puesto que con la declaratoria del BIC NAL, se salvaguardaron 
los valores que integran el bien amparado y que permiten conservar todos los elementos que integran dicho 
bien, que son relevantes para la historia del país y de la capital. Por lo cual carece de fundamentó este 
argumento elevado por el actor. 
 



 

 

IV. FALSA MOTIVACIÓN DE LA DECISIÓN AL IMPONER SANCION POR REALIZAR OBRAS EN 
ZONA DE INFLUENCIA DE BIENES DE INTERES CULTURAL, LAS QUE NO REQUERIAN 
AUTORIZACIÓN. 

 
Frente a este argumento expuesto por el actor en la demanda incoada en la demanda vale traer a colación lo 
señalado por el Honorable Consejo de Estado en relación con la falsa motivación de los actos administrativos 
se cita la sentencia del Consejo de Estado, Sección Cuarta, de 23 de junio de 2011, radicado 11001-23-27-000-
2006-00032-00(16090), C.P. Hugo Fernando Bastidas Bárcenas: 
 

Sobre la falsa motivación, la Sección Cuarta ha precisado que esta "causal autónoma e independiente se 
relaciona directamente con el principio de legalidad de los actos y con el control de los hechos determinantes 
de la decisión administrativa. Para que prospere la pretensión de nulidad de un acto administrativo con 
fundamento en la causal denominada falsa motivación, la Sala ha señalado que "es necesario que se 
demuestre una de dos circunstancias: a) O bien que los hechos que la Administración tuvo en cuenta como 
motivos determinantes de la decisión no estuvieron debidamente probados dentro de la actuación 
administrativa; o b) Que la Administración omitió tener en cuenta hechos que sí estaban demostrados y que 
si hubiesen sido considerados habrían conducido a una decisión sustancialmente diferente". Por su parte, en 
cuanto a la falta o ausencia de motivación, la Sección Cuarta ha señalado lo siguiente: "La motivación de un 
acto implica que la manifestación de la administración tiene una causa que la justifica y debe obedecer a 
criterios de legalidad, certeza de los hechos, debida calificación jurídica y apreciación razonable; los motivos 
en que se instituye el acto deben ser ciertos, claros y objetivos. Los motivos del acto administrativo deben ser 
de tal índole, que determinen no sólo n la expedición de un acto administrativo sino su contenido y alcance; 
la motivación debe ser clara, puntual y suficiente, hasta tal punto que justifique la expedición de los actos y 
que suministre al destinatario las razones de hecho y de derecho que: inspiraron la producción de los mismos. 
En cuanto a la falta de motivación, la Sala recuerda que este cargo se denomina técnicamente expedición en 
forma irregular del acto. En efecto, cuando la Constitución o la ley mandan que ciertos actos se dicten de 
forma motivada y que esa motivación conste, al menos en forma sumaria, en el texto del acto administrativo, 
se está condicionando la forme del acto administrativo, el modo de expedirse. Si la Administración desatiende 
esos mandatos normativos, incurre en vicio de expedición irregular y, por ende, so configura la nulidad del 
acto administrativo. En efecto, la expresión de los motivos por los cuales se profiere un acto administrativo 
de carácter particular y concreto es indispensable, pues es a partir de los mismos que el administrado puede 
controvertir aquellos aspectos de hecho y de derecho que considera no pueden ser el soporte de la decisión, 
pero cuando se prescinde de la motivación se impide que el particular afectado con la decisión pueda ejercitar 
cabalmente su derecho de defensa y contradicción".  

 
Misma conclusión a la que se llego sobre la falta de motivación de los actos administrativos en las Sentencias 
del Consejo de Estado, Sección Cuarta, de 13 de junio de 2013, radicado 25000-23-27-000-2007-00169-
01(17495), C.P. Carmen Teresa Ortiz de Rodríguez y de 1 de junio de 2016, radicado 25000-23-27-000-2012- 
00283-01(21702), C.P. Martha Teresa Briceño de Valencia. 
 
Teniendo en cuenta la línea jurisprudencial que antecede se puede observar que el demandante no logra 
concatenar las 2 causales que se deben configurar para solicitar que por el presente medio de control se declare 
la nulidad por FALSA MOTIVACIÓN, pues ni siquiera indica cual o cuales son los actos administrativos que 
contienen esta presunta falencia, careciendo este pedimento del principio de rogatividad en materia contencioso 
administrativa. 
 
Inclusive la propia Resolución 467 de 2005 acto administrativo vigente y que goza del principio de legalidad 
contenido en el artículo 88 del CPACA, por demás y no menos importante resulta ser el que el acto 
administrativo antes mencionado en su artículo tercero de manera clara y precisa establece la obligatoriedad 
en el cumplimiento del requisito para la intervención denominado autorización , esto en estricta aplicación a 
un deber legal contenido en Ley 397 de 1997 modificada por la Ley 1185 de 2008 que dispone: 

 
ARTÍCULO  11º.- Régimen para los bienes de interés cultural. Modificado por el Artículo 7 de la Ley 1185 de 
2008. Los bienes de interés cultural públicos y privados estarán sometidos al siguiente régimen: 
 
1. Demolición, desplazamiento y restauración. Ningún bien que haya sido declarado de interés cultural podrá 

ser demolido, destruido, parcelado o removido, sin la autorización de la autoridad que lo haya declarado 
como tal. 

 
3. Intervención. Por intervención se entiende todo acto que cause cambios al bien de interés cultural o 

que afecte el estado del mismo. Comprende, a título enunciativo, actos de conservación, restauración, 
recuperación, remoción, demolición, desmembramiento, desplazamiento o subdivisión, y deberá 
realizarse de conformidad con el Plan Especial de Manejo y Protección si este fuese requerido. 
 



 

 

La intervención de un bien de interés cultural del ámbito nacional deberá contar con la autorización del 
Ministerio de Cultura o el Archivo General de la Nación, según el caso. Para el patrimonio arqueológico, 
esta autorización compete al Instituto Colombiano de Antropología e Historia de conformidad con el 
Plan de Manejo Arqueológico. 
 
Asimismo, la intervención de un bien de interés cultural del ámbito territorial deberá contar con la 
autorización de la entidad territorial que haya efectuado dicha declaratoria. 
 
La intervención solo podrá realizarse bajo la supervisión de profesionales en la materia debidamente 
registrados o acreditados ante la respectiva autoridad. 
 
La autorización de intervención que debe expedir la autoridad competente no podrá sustituirse, en el 
caso de bienes inmuebles, por ninguna otra clase de autorización o licencia que corresponda expedir 
a otras autoridades públicas en materia urbanística. 
 
Quien pretenda realizar una obra en inmuebles ubicados en el área de influencia o que sean 
colindantes con un bien inmueble declarado de interés cultural, deberá comunicarlo previamente a la 
autoridad que hubiera efectuado la respectiva declaratoria. De acuerdo con la naturaleza de las 
obras y el impacto que pueda tener en el bien inmueble de interés cultural, la autoridad 
correspondiente aprobará su realización o, si es el caso, podrá solicitar que las mismas se ajusten 
al Plan Especial de Manejo y Protección que hubiera sido aprobado para dicho inmueble. 

 
Así las cosas, no es aplicable el discernimiento del ilustre colega en cuanto a la presunta existencia de una 
falta de motivación en la imposición de la sanción dentro del PAS, cuando a todas luces el Ministerio de Cultura 
goza competencia para el ejercicio de la actividad de Inspección Vigilancia y Control sobre las intervenciones 
que se realizan en los BIC NAL como en lo bienes que conforman la zona de influencia por disposición legal 
contenidas en el artículos 11, 15 de la ley 397 de 1997 modificado por los artículos 7 y 10 de la ley 1185 de 
2008 y el numeral 1.2 del artículo 2.3.1.3 y el artículo 2.4.1.5.1 del Decreto 1080 de 2015. 
 
Con relación a la intervención en la zona de influencia olvida el actor que la resolución que efectuá la 
declaratoria de manera clara identifica dicha zona tal y como esta comprendido en el artículo 2 del citado acto, 
y que como consecuencia de ello, en el artículo 3 del mismo acto se determina que tanto el bien declarado y 
protegido como su zona de influencia deben obtener la autorización para realizar la intervención que se 
requiera, determinaciones que se encuentran a la luz de lo señalado en la ley de cultura.  
 

V. FALSA MOTIVACION DE LA DECISIÓN AL CALIFICAR LA INSTALACIÓN DE UNA 
ORNAMENTACIÓN Y SILLETERÍA COMO INTERVENCIÓN. 
 

No existe falsa motivación dentro del PAS 2017-0017, ya que tal y como da cuenta el informe técnico rendido 
por la Dirección de Patrimonio el día 31 de julio de 2017, debido a que se efectuó visita en el predio declarado 
BIC NAL el día 14 de julio de 2017 y se pudo constatar que para dicha fecha el demandante sin autorización 
del Ministerio de Cultura, ya había efectuado la intervención en uno de los patios como capilla consistente 
en cambio de pisos, amueblamiento y cerramiento de cubierta, materializada en la zona de influencia 
del bien de interés cultural. 
 
Es decir, que la parte actora de manera premeditada y de mala fe realizo la intervención sin el cumplimiento de 
los requisitos legales, paso por alto, el marco normativo que lo obligaba a realizar el procedimiento para obtener 
dicha autorización, sin embargo en este punto el apoderado de la parte demandante pretende minimizar el daño 
que se ocasiono con la intervención situación que quedo evidenciada en el informe técnico rendido por la 
dirección de patrimonio del Ministerio de Cultura, donde se indico el riesgo que sufrió el bien en sus valores con 
estas intervenciones irregulares realizadas por la PH. 
 
Por tal razón, el PAS se adelanto en virtud de la evidente transgresión del bien jurídico tutelado (protección del 
BIC NAL) por parte del hoy demandante, puesto que según las circunstancias de modo, tiempo y lugar dan 
cuenta que en efecto la intervención se hizo sin el cumplimiento de los requisitos legales, alterando la estructura 
protegida y de la cual al parecer los actores desconocen su valor histórico para el país. 
 
 

VI. USO DE PRUEBA OBTENIDA CON VIOLACION AL DEBIDO PROCESO. 
 
Dentro de la actuación administrativa no existe un solo indicio de vulneración al debido proceso y menos por la 
manifestación realizada por el apoderado de la parte actora, quien indica que el informe técnico rendido por el 
profesional de la Dirección de Patrimonio y Memoria, es parcializado, pero olvida que el primer informe que se 



 

 

rindió por parte del área mencionada de manera clara indica la multiplicidad de intervenciones que había 
realizado el investigado al BIC, su señoría, es que esta no es la única intervención irregular que se le hizo al 
BIC y que no cuenta con la autorización del Ministerio, es más, en el informe visto de folio 1 al 12 del expediente 
administrativo, se observan claramente detallados los hallazgos de la visita. 
 
De otra parte, no menos importante, resulta ser tal y como se señalo en el auto de pruebas, que se designo a 
un profesional especializado de la cartera, para que realizara el acompañamiento técnico dentro del PAS 2017-
0017, informe que fue rendido de manera imparcial y veraz, donde se plasmaron las características atípicas 
que tenia el bien producto de la intervención, alterando así el estado de conservación del cual gozaba el 
inmueble supra citado, como conclusión la prueba fue decretada en atención al principio de la necesidad de la 
prueba, tal y como se argumento en el auto que abre el periodo probatorio, no es irregular y mucho menos 
obtenida con vulneración del debido proceso. 
 
Se echa de menos que dentro del PAS 2017-0017 el investigado nunca aporto prueba técnica que determinara 
que sus acciones no se debían contemplar como intervenciones, olvida también que le asistía el deber procesal 
de asumir la carga probatoria para desvirtuar la imputación formulada. 
 

VII. FALTA DE COMPENTENCIA DEL INVESTIGADOR QUE INSTRUYO EL PROCESO 
ADMINISTRATIVO SANCIONANTORIO Y QUE PROFIRIO LA SANCION. 

 
La delegación que se hizo en cabeza del Jefe de la Oficina Jurídica del Ministerio de Cultura y la cual emana 
de la Resolución 0983 del 20 de mayo de 2010, contiene las características contempladas en la ley 489 de 
1998, dichas facultades que se encontraban en cabeza del Ministro de Cultura fueron delegadas en el Jefe de 
la OAJ, acto administrativo vigente y que goza de la presunción de legalidad. Argumento carente de vocación 
de prosperidad y del cual no se desprende fundamento jurídico el cual desvirtué la ausencia de autorización 
para la intervención en el BIC NAL el cual atenta flagrantemente contra los valores que contiene dicho bien.  
 
DE LOS MEDIOS DE DEFENSA INVOCADOS POR EL MINISTERIO DE CULTURA-  
 
Excepciones de merito. 
 

I. Inepta demanda  
 
Señor Juez, si se observa detenidamente las pretensiones de la demanda gravitan básicamente en la solicitud 
de nulidad de los actos administrativos denominados Resolución 2897 del 17 de septiembre de 2019 y 
la Resolución 0121 del 8 de febrero de 2021, actos administrativos que decidieron la actuación administrativa 
denominada PAS 2017-0017, pero al revisar los fundamentos fácticos y jurídicos en lo cuales recaen las 
pretensiones, estos no guardan relación estricta con el petitum de la demanda, por el contrario, el apoderado 
de la parte demandante fue enfático en  encausar toda su argumentación en causales de nulidad con relación 
a otro acto administrativo que en el presente proceso NO fue demandado y es la Resolución 467 de 2005 
“Por la cual se declara el conjunto arquitectónico denominado “Casa de la Antigua Hacienda Santa Bárbara”, 
localizado en la carrera 7ª No 115-52 de Bogotá D.C., como Bien de Interés Cultural de Carácter Nacional y 
delimita su área de influencia”. Situación que el despacho no puede perder de vista, puesto que ninguno de los 
supuesto fácticos y jurídicos contenidos en la demanda ataca de manera directa la legalidad de los actos que 
se insinúan tímidamente como demandados, es decir, las resoluciones que decidieron el proceso 
administrativo sancionatorio antes señalado. 
 
Así las cosas, el demandante no cumplió el requisito contenido en el artículo 162 numeral 3 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo: 
 
Art 162: Toda demanda deberá dirigirse a quien sea competente y contendrá: 
 

1. Los hechos y omisiones que sirvan como fundamento a las pretensiones, debidamente determinados, 
clasificados y numerados.  

 
Ahora bien, si se revisa el CONCEPTO DE VIOLACION NORMATIVA contenido en la demanda su 
argumentación tampoco recae sobre los actos demandados, por el contrario, se limita a señalar que el acto 
administrativo que contiene la declaratoria del BIC NAL no es una acto de carácter general, sino particular y 
concreto, esto quiere decir, que los elementos de legalidad de las resoluciones que decidieron el proceso 
administrativo sancionatorio PAS 2017-0017 nunca fueron controvertidos, ni cuestionados en la demandada de 
la referencia, por lo cual, gozan de plena validez y eficacia. 
 



 

 

Ante la evidente ausencia de un cuestionamiento frente a la legalidad y validez de los actos proferidos dentro 
del PAS 2017-0017, ruego al despacho se sirva declarar probada el anterior medio exceptivo. 
 

II. Presunción de legalidad no desvirtuada. - 
 
De los planteamientos formulados por el accionante y de los medios probatorios aportados y/o solicitados, no 
se vislumbra que los actos administrativos demandados, hayan sido proferidos con infracción a las normas que 
regulan la materia, (sector cultura) o por funcionario sin competencia para el efecto, en forma irregular, con 
vulneración de tos derechos al debido proceso y de defensa del investigado o los terceros intervinientes, o con 
desviación de poder, situaciones en las cuales se puede predicar la nulidad de un acto administrativo como lo 
establece el artículo 137 del CPACA. 
 
Es el demandante, es quien tiene la carga probatoria para demostrar la razón de su dicho, en materia 
contencioso administrativa las decisiones de la administración se presumen legales y ajustadas a derecho, 
mientras no hayan sido anuladas por la autoridad judicial competente y es por ello que el accionante está en la 
obligación de desvirtuar fehacientemente tal presunción. (artículo 88 ley 1437 de 2011) 
 
En el caso que nos ocupa, el demandante no ataco la legalidad y validez de los actos demandados. No se 
encuentra razón alguna para señalar que las Resolución 2897 del 17 de septiembre de 2019 y la Resolución 
0121 del 8 de febrero de 2021 contengan algún vicio de nulidad material y mucho menos formal. El actor no 
determino cuales fueron las normas constitucionales y legales que vulneraron estos actos administrativos 
proferidos por el ministerio, simplemente se limito a divagar en el contenido de la Resolución 467 de 2005, acto 
administrativo que no fue demandado según los hechos y pretensiones de la demanda. 
 
Dentro de la demanda en traslado no se avizora ningún elemento que se contraponga a la legalidad de los 
actos cuestionados, de igual modo, el demandante no concateno en debida forma sus pretensiones de nulidad 
y restablecimiento con los supuestos fácticos y jurídicos que invoco para el sustento de las mismas.  
 
En estas condiciones solicito al respetable despacho declarar que las pretensiones de la demanda no tienen 
vocación de prosperidad y por lo tanto no se puede acceder a ellas. 
 

III. Ausencia del requisito legal para efectuar la intervención sobre el BIC NAL “Casa de la 
Antigua Hacienda Santa Bárbara”, localizado en la carrera 7ª No 115-52 de Bogotá D.C., y 
en su zona de influencia.   

 
Señor juez el demandante a través de su apoderado pretende obviar el asunto jurídico que dio pie para la 
iniciación del proceso administrativo sancionatorio PAS 2017-0017 y es el hecho que el CONJUNTO 
HACIENDA SANTA BÁRBARA P.H., nunca logro demostrar dentro de la actuación administrativa, que para la 
intervención en el patio capilla haciendo cambio de pisos, amoblamiento y cerramiento de cubierta contaban 
con la autorización legal que debía ser expedida por el Ministerio de Cultura, requisito que emana de la 
ley, y que a su vez, esta contemplado en la Resolución No 467 de 2005 específicamente en su artículo 3, acto 
administrativo por demás vigente y que goza de la presunción de legalidad la cual esta contendida a hoy en el 
artículo 88 del CPACA. 
 
El actor dentro del trámite administrativo y ahora en el judicial ha querido desviar la atención en cuanto a su 
deber legal de haber obtenido el permiso y/o autorización para efectos de poder realizar la instalación de la 
intervención, la cual se hubiese otorgado en tiempo siempre y cuando la misma hubiera cumplido con los 
requisitos contemplados para dicha autorización en el BIC NAL.  
 
Entiéndase entonces que bajo la potestad sancionatoria que ejerce el Ministerio de Cultura contenida en la ley 
397 de 1997 modificada por la 1185 de 2008 dispone: 
 
Artículo  10. Modifica el Artículo 15 de la Ley 397 de 1997. El  artículo 15 de la Ley 397 de 1997 quedará así: 

"Artículo 15. De las faltas contra el patrimonio cultural de la Nación. Las personas que vulneren el deber 
constitucional de proteger el patrimonio cultural de la Nación, incurrirán en las siguientes faltas: 
 
2. Si la falta consiste en la intervención de un bien de interés cultural sin la respectiva autorización en 

la forma prevista en el numeral 2 del artículo 11 de este título, se impondrá multa de doscientos 
(200) a quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales vigentes por parte de la autoridad que 
hubiera efectuado la respectiva declaratoria. En la misma sanción incurrirá quien realice obras en 
inmuebles ubicados en el área de influencia o colindantes con un inmueble de interés cultural sin 



 

 

la obtención de la correspondiente autorización, de conformidad con lo previsto en el numeral 2 del 
artículo 11 de este título. 
 
También será sujeto de esta multa el arquitecto o restaurador que adelante la intervención sin la 
respectiva autorización, aumentada en un ciento por ciento (100%). 
 
La autoridad administrativa que hubiera efectuado la declaratoria de un bien como de interés 
cultural podrá ordenar la suspensión inmediata de la intervención que se adelante sin la respectiva 
autorización, para lo cual las autoridades de policía quedan obligadas a prestar su concurso 
inmediato a efectos de hacer efectiva la medida que así se ordene. En este caso, se decidirá en el 
curso de la actuación sobre la imposición de la sanción, sobre la obligación del implicado de volver 
el bien a su estado anterior, y/o sobre el eventual levantamiento de la suspensión ordenada si se 
cumplen las previsiones de esta ley. 
 
Parágrafo 1°. El Ministerio de Cultura, el Instituto Colombiano de Antropología e Historia, el Archivo 
General de la Nación y las entidades territoriales en lo de su competencia, quedan investidos de 
funciones policivas para la imposición y ejecución de medidas, multas, decomisos definitivos y 
demás sanciones establecidas esta la ley, que sean aplicables según el caso. 
 
Parágrafo 2°. Para decidir sobre la imposición de las sanciones administrativas y/o disciplinarias y 
de las medidas administrativas previstas en este artículo, deberá adelantarse la actuación 
administrativa acorde con la Parte Primera y demás pertinentes del Código Contencioso 
Administrativo". Subrayás fuera de texto. 

 
Nótese como el legislador envistió de facultades al Ministerio con el único propósito que fuese el garante y 
protector de los bienes culturales que integran la Nación, y que en virtud a ello, se adelantan las actuaciones 
administrativas a la luz del procedimiento establecido en la Ley 1437 de 2011, razón por la cual, los actos 
administrativos demandados, son el producto de la aplicación de los principios contenidos en el artículo 3 
ibídem, que permite el ejercicio de la actividad sancionatoria bajo las garantías procesales y el respeto de los 
derechos de los intervinientes, circunstancias que se pueden apreciar en todo el trámite del PAS-2017-0017. 
 
Aunado a lo anterior dentro del PAS 2017-0017 el hoy demandante nunca logro demostrar la existencia de la 
autorización por parte del Ministerio de Cultura, para poder realizar la intervención, siendo así la única 
posibilidad que lo podía relevar de la responsabilidad con relación al auto que le formulo cargos tal y como lo 
señala la ley de cultura. 
 
Entonces Señor Juez, si el actor no cumple con una disposición legal como la anteriormente transcrita, la 
autoridad administrativa esta en la obligación no solo de adelantar las actuaciones pertinentes, si no que a su 
vez debe definir la situación de fondo, por lo cual, no existe merito para acceder a las pretensiones de la 
demanda al ser evidente la transgresión al ordenamiento jurídico que protege el Patrimonio Cultural de la Nación 
situación atribuile única y exclusivamente al CONJUTO HACIENDA SANTA BÁRBARA P.H., como responsable 
del daño causado al BIC NAL por no haber respetado las disposiciones legales para realizar la intervención 
sobre el bien.   
 
Así las cosas, solicito declarar probadas las excepciones aquí propuestas y en consecuencia despachar 
desfavorablemente las pretensiones de la demanda. 
 

IV. La declaratoria no es una limitación al dominio. 
 
En la demanda se sugiere por parte del apoderado de la parte actora que la declaratoria de bien de interés 
cultural de la nación denominado Casa de la Antigua Hacienda Santa Bárbara ubicado en la carrera 7ª No 115-
52, se le están imprimiendo limitaciones de carácter jurídico que impedirían entre otras ejercer de manera 
normal los actos de señor y dueño, como también disponer del bien de manera libre y voluntaria. Pues bien, la 
declaratoria que se efectuó a través de la resolución 467 de 2005 busca única y exclusivamente la protección 
histórica y cultural del bien que resulta representativo en todo su entorno, sin embargo, este acto no impide que 
el titular del derecho de dominio pueda disponer de manera libre y voluntaria del bien, y mucho menos implica 
que no se puedan hacer intervenciones sobre el mismo, lo único que se debe cumplir es con los parámetros 
técnicos y que estos no alteren los valores del inmueble, esta validación la hace el Ministerio de Cultura, cuando 
observa que el proyecto de intervención respeta todos los aspectos de la declaratoria que líneas atrás se 
señalaron y que sirvieron como fundamento para la expedición del acto administrativo ibídem. 
 



 

 

Menos cierto es, que sea una limitación al dominio puesto que las mismas son taxativas y están contempladas 
en el artículo 793 del Código Civil, y allí no se observa que el acto de declaratoria de un bien de interés cultural 
sea una limitación al dominio o este catalogado como tal, razón por la cual, la expedición de la resolución 467 
de 2005 no atenta de ninguna manera sobre los derechos jurídicos, económicos de quienes ostentan la 
titularidad del bien multicitado. 
 
Como consecuencia de lo anterior sírvase acoger la excepción aquí formulada, y desestimar los hechos 
encaminados a señalar una limitación del dominio sobre el BIC NAL. 
 

V. No exigencia del requisito de registro. 
 
Dilucidado el tema de la oponiblidad del acto administrativo 467 de 2005 recalcando que no es susceptible de 
notificación personal, se hace necesario recordar y aclarar la temporalidad de las situaciones jurídicas 
esbozadas por el demandante en el escrito de demanda donde indica erradamente que el Ministerio omitió el 
deber de someter a registro la declaratoria del bien. 
  
En primer lugar, la Ley 397 de 1997: en su artículo 11 disponía inicialmente lo siguiente: 
 

ART. 11.—Régimen para los bienes de interés cultural. Los bienes de interés cultural públicos y privados 
estarán sometidos al siguiente régimen:  
1. Demolición, desplazamiento y restauración. Ningún bien que haya sido declarado de interés cultural podrá 
ser demolido, destruido, parcelado o removido, sin la autorización de la autoridad que lo haya declarado como 
tal.  
2. Intervención. Entiéndese por intervención todo acto que cause cambios al bien de interés cultural o que 
afecte el estado del mismo. Sobre el bien de interés cultural no se podrá efectuar intervención alguna sin la 
correspondiente autorización del Ministerio de Cultura. La intervención de bienes de interés cultural deberá 
realizarse bajo la supervisión de profesionales en la materia debidamente acreditados ante el Ministerio de 
Cultura. Por virtud de lo dispuesto en el artículo 5º de esta ley, para los bienes de interés cultural que 
pertenezcan al patrimonio arqueológico de la Nación, dicha autorización estará implícita en las licencias 
ambientales de los proyectos de minería, hidrocarburos, embalses o macroproyectos de infraestructura. En 
estos casos, se dispondrá que la supervisión será ejercida en cualquier tiempo por los profesionales 
acreditados ante el Ministerio de Cultura. El propietario de un predio que se encuentre en el área de influencia 
o que sea colindante con un bien inmueble de interés cultural, que pretenda realizar obras que puedan afectar 
las características de éste, deberá obtener autorización para dichos fines de parte de la autoridad que efectuó 
la respectiva declaratoria.  
3. Plan especial de protección. Con la declaratoria de un bien como de interés cultural se elaborará un plan 
especial de protección del mismo por parte de la autoridad competente. El plan especial de protección indicará 
el área afectada, la zona de influencia, el nivel permitido de intervención y las condiciones de manejo y el 
plan de divulgación que asegurará el respaldo comunitario a la conservación de estos bienes, en coordinación 
con las entidades territoriales correspondientes. Para el caso específico del patrimonio arqueológico 
reconocido y prospectado en desarrollo de la construcción de redes de transporte de hidrocarburos se 
entenderá como “plan especial de protección” el plan de manejo arqueológico que hace parte del plan de 
manejo ambiental presentado al Ministerio del Medio Ambiente dentro del proceso de obtención de la licencia 
ambiental.  
4. Salida del país y movilización. Queda prohibida la exportación de los bienes muebles de interés cultural. 
Sin embargo, el Ministerio de Cultura podrá autorizar su salida temporal, por un plazo que no exceda de tres 
(3) años, con el único fin de ser exhibidos al público o estudiados científicamente. La salida del país de 
cualquier bien mueble que se considere como integrante del patrimonio cultural de la Nación requerirá del 
permiso previo de los organismos territoriales encargados del cumplimiento de la presente ley o del Ministerio 
de Cultura. El bien objeto de la exportación o sustracción ilegal será decomisado y puesto a órdenes del 
Ministerio de Cultura. Así mismo, el Ministerio de Cultura y demás instituciones públicas, realizarán todos los 
esfuerzos tendientes a repatriar los bienes de interés cultural que hayan sido extraídos ilegalmente del 
territorio colombiano.  

 
Nótese que para la fecha en que se hizo la declaratoria por intermedio del acto 467 de 2005 la ley general de 
cultura, no contemplaba como requisito la inscripción en el folio de matricula sobre el inmueble que recae esta 
protección, en consecuencia, la exigencia o interpretación errada que hace el apoderado de la parte actora 
sobre la ausencia de inscripción en el folio de matrícula del BIC NAL, puede conducir a una confusión al 
respetable despacho de conocimiento, siendo claro entonces, que si la ley para la época en que se realizó la 
declaratoria  no exigía tal requisito, como puede escudarse el actor en esta circunstancia para pretender validar 
su reprochable comportamiento frente al patrimonio cultural de la nación, materializado en la INTERVENCION 
SIN AUTORIZACION sobre el bien jurídicamente tutelado.  
 



 

 

Solo hasta la expedición de la ley 1185 de 2008 que modifico el artículo 11 de la ley 397 de 1997 es donde se 
introduce en el numeral 1.2 lo siguiente: 
 

ARTÍCULO  11º.- Régimen para los bienes de interés cultural. Modificado por el Artículo 7 de la Ley 1185 de 
2008. Los bienes de interés cultural públicos y privados estarán sometidos al siguiente régimen: 

(…)  

1.2. Incorporación al Registro de Instrumentos Públicos. La autoridad que efectúe la declaratoria de un bien 
inmueble de interés cultural informará a la correspondiente Oficina de Registro de Instrumentos Públicos a 
efectos de que esta incorpore la anotación en el folio de matrícula inmobiliaria correspondiente. Igualmente, 
se incorporará la anotación sobre la existencia del Plan Especial de Manejo y Protección aplicable al 
inmueble, si dicho plan fuese requerido. 

Del mismo modo se informará en el caso de que se produzca la revocatoria de la declaratoria en los términos 
de esta ley. Este tipo de inscripciones no tendrá costo alguno. 

Entonces es claro que la resolución supra citada se fundo bajo los lineamientos establecidos y determinados 
por el legislador, pues para aquella época la ley 397 de 1997 no exigía el registro o la inscripción en el folio de 
matricula inmobiliaria donde debía constar la declaratoria. 

Este requisito vino a quedar plasmado tiempo después en la ley 1185 de 2008 por medio de la cual se modifica 
la ley 397/97, razón por la cual, pretender hacer extensivos sus efectos hacia el pasado no es mas que una 
indebida y errada interpretación de la situación particular de este acto administrativo. Para mayor claridad la 
inclusión en el registro o folio de matricula quedo establecida en el año 2008 con la expedición de la ley 1185, 
es decir, que fue 3 años después a la declaratoria efectuada a través de la resolución 467 de 2005, siendo 
aplicable la ley 397 de 1997 sin su modificatoria. 

Fundamentación fáctica y jurídica de la defensa: 
 
En atención al artículo 172 numeral 6 se procede así: 
 
La función protectora del patrimonio cultural de la Nación emana de nuestra constitución política que en su 
artículo 72 reza:  
 

ARTÍCULO 72. El patrimonio cultural de la Nación está bajo la protección del Estado. El patrimonio 
arqueológico y otros bienes culturales que conforman la identidad nacional, pertenecen a la Nación y son 
inalienables, inembargables e imprescriptibles. La ley establecerá los mecanismos para readquirirlos 
cuando se encuentren en manos de particulares y reglamentará los derechos especiales que pudieran tener 
los grupos étnicos asentados en territorios de riqueza arqueológica. 

 
En consecuencia y como deber constitucional el Ministerio de Cultura adopta las medidas necesarias para la 
protección del mismo, es por ello, que aunado al mandato constitucional la ley 397 de 1997 modificada por la 
ley 1185 de 2008 señala entre otras las siguientes funciones en cabeza del Ministerio de Cultura. 
 

Artículo  5°. Modifica el Artículo 8 de la Ley 397 de 1997. Modifíquese el artículo 8° de la Ley 397 de 
1997 el cual quedará así: 
 
Artículo 8°. Procedimiento para la declaratoria de bienes de interés cultural. 
 
a) Al Ministerio de Cultura, previo concepto favorable del Consejo Nacional de Patrimonio Cultural, le 

corresponde la declaratoria y el manejo de los bienes de interés cultural del ámbito nacional. 
 
Son bienes de interés cultural del ámbito nacional los declarados como tales por la ley, el Ministerio 
de Cultura o el Archivo General de la Nación, en lo de su competencia, en razón del interés especial 
que el bien revista para la comunidad en todo el territorio nacional; 

 
En atención a lo anterior el Ministerio de Cultura profiere el acto administrativo No 467 de 2005 “Por la cual se 
declara el conjunto arquitectónico denominado “Casa de la Antigua Hacienda Santa Bárbara”, localizado en la 
carrera 7ª No 115-52 de Bogotá D.C., como Bien de Interés Cultural de Carácter Nacional y delimita su área de 
influencia” dicha resolución se enmarca en las características plenas y autónomas de un acto administrativo 
general para tales efectos es necesario traer a colación una de sus tantas definiciones: 



 

 

 
 “Son los que crean, modifican o extinguen una situación jurídica objetiva, abstracta o impersonal, no 
relacionada directa o inmediatamente con persona de terminada o determinable es la abstracción o 
indeterminación individual de sus destinatarios o de las personas que pueden resultar cobijadas por el acto, 
lo que lo caracteriza el acto administrativo general”.  Definición del Profesor Luis Enrique Berrocal Guerrero 
de su obra Manual del Acto Administrativo. 

 
La resolución que tanto reprocha el extremo activo (Resolución 467 de 2005) contiene todas las características 
de un AA General, su propósito va dirigido a salvaguardar el interés general de los colombianos es impersonal 
y los destinatarios de la de declaratoria somos todos, crea una evidente situación jurídica objetiva emanada de 
la propia constitución y la ley. 
 
Por su parte el Consejo de Estado en sentencia del 18 de febrero de 1994, expediente 2322, Consejero Ponente 
doctor Yesid Rojas Serrano señalo:  
 

“Se trata de una norma de contenido general y abstracto dictada para que tenga efectos erga omnes, pues 
en ella no se concede ni se rechaza derecho particular alguno (…) como ya se dijo no se refiere a ninguna 
situación subjetiva en particular si no que define una tramitación interna de orden meramente organizacional”. 

 
El Decreto 01/84 norma vigente para la época de expedición del acto de declaratoria del BIC NAL, en su artículo 
43 contemplaba de manera clara su forma de publicación de los AA GRAL y la cual una vez efectuaba generaba 
los efectos jurídicos contemplados en su expedición situación que a todas luces se materializo en el acto en 
comento. Entonces la tesis del demandante en lo que tiene que ver que ese AA debía regirse por lo señalado 
en el artículo 44 ibídem resulta absolutamente desvirtuada. 
 
El mismo Decreto en su artículo 49 señala: No habrá recurso contra los actos de carácter general, ni contra 
los de trámite, preparatorios, o de ejecución excepto en los casos previstos en norma expresa. 
 
Norma recogida por el CAPCA: Artículo 75: Improcedencia, No habrá recurso contra los actos de carácter 
general, ni contra los de trámite, preparatorios, o de ejecución excepto en los casos previstos en norma expresa. 
 
Para determinar la claridad sobre la legalidad de los actos que se demandan es necesario remitirnos a lo 
dispuesto en el articulo 2.4.1.4.2 del Decreto 1080 de 2015 Único Reglamentario del Sector Cultura: 
 

ARTÍCULO 2.4.1.4.2. Autorización. Toda intervención de un BIC, con independencia de si el BIC requiere 
o no de un Plan Especial de Manejo y Protección, deberá contar con la previa autorización de la 
autoridad competente que hubiera efectuado la declaratoria. (Subraya y negrilla fuera de texto) 
 

Las autorizaciones emanadas del Ministerio se realizan por que en efecto se observa que  la intervención que se 
va a realizar sobre el BIC NAL no va a afectar de manera alguna las condiciones y características del BIC NAL, 
no atentan contra la infraestructura cultural y patrimonial del BIEN, la memoria histórica del inmueble no se 
perderá, es decir, que no genera un impacto negativo en los valores del BIC, ni en su zona de influencia, 
situación que no ocurrió en el caso que nos ocupa, puesto que en efecto brilla por su ausencia la solicitud de 
autorización para la intervención del BIC NAL declarado en la Resolución 467 de 2005, que debió realizar el 
CONJUTO HACIANDA SANTA BÁRABARA P.H., donde sus propietarios de manera arbitraria hicieron 
adecuaciones e instalaciones que evidentemente atentan contra el valor histórico de supra citado bien. 
Afirmar entonces que con la expedición del acto (resolución 467 de 2005) se vulneran derechos particulares y 
concretos es pretender desconocer lo establecido en el artículo 5 de la ley 397 de 1997: 
 

ARTÍCULO 2º.- Del papel del Estado en relación con la cultura. Las funciones los servicios del Estado en relación 
con la cultura se cumplirán en conformidad con lo dispuesto en el Artículo anterior, teniendo en cuenta que el objetivo 
primordial de la política estatal sobre la materia son la preservación del Patrimonio Cultural de la Nación (…). Subraya 
fuera de texto. 
 

Es preciso aclarar que el Decreto 1080 de 2015 Reglamentario del Sector Cultura en su artículo 2.3.1.3 
indicativo 1.2. Competencias específicas sobre BIC del ámbito nacional. Lista Indicativa de Candidatos a Bienes 
de Interés Cultural numeral 12 y no 13 como erradamente lo señala el apoderado de la parte actora dispone lo 
siguiente: 
 

12. Informar a la correspondiente Oficina de Registro de Instrumentos Públicos para que ésta incorpore 
la anotación en el folio de matrícula Inmobiliaria respecto de los BIC Inmuebles que declare, o los 
declarados con anterioridad a la expedición de la Ley 1185 de 2008 en el ámbito nacional, así como 
sobre la existencia del PEMP aplicable al inmueble, si dicho plan fuese requerido. Igualmente, informar 



 

 

sobre la revocatoria de tales declaratorias. El alcance de la información en la respectiva oficina de 
registro no es un requisito de publicidad u oponibilidad de los actos administrativos de carácter 
general sometidos a esta obligación, ya que sus efectos jurídicos se producen a partir de la 
publicación en el Diario Oficial o en el diario, gaceta o boletín destinados para este objeto.  
(Subraya y negrilla fuera de texto) 

 
Los reseñado y subrayado anteriormente y concatenado con la ausencia del requisito legal denominado 
autorización para la intervención, son el fundamento jurídico que desvirtúan el concepto de violación normativa 
que se encuentra señalado en la demanda en mención, a su vez diluye la interpretación errada sobre la eficacia 
y validez de la Resolución 467 de 2005, cuestionada erradamente por su contenido y notificación, que para 
todos los efectos se aclara que estamos ante un Acto Administrativo General  y no particular o mixto como lo 
intento hacer ver el demandante.  

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
Invoco como fundamentos de derecho artículo 72 de la constitución política, artículo 175 de la ley 1437, ley 397 
de 1997, ley 1185 de 2008, Decreto Reglamentario Sector Cultura 1080 de 2015, y demás normas concordantes 
y aplicables para el caso, así como las citadas y señaladas a lo largo del presente escrito de contestación de 
demanda. 
 
PRUEBAS 
 
Documentales aportadas: 
 
Expediente Administrativo denominado PAS 2017-0017 en (204 Folios). 
 
ANEXOS 
 

1. Los señalados en el capitulo de pruebas. 
2. Poder debidamente conferido con los anexos de representación judicial de la entidad. 

 
Manifiesto al despacho que, como apoderado del Ministerio de Cultura, recibiré notificaciones en la Cra 8 No 
8-55 en la ciudad de Bogotá D.C., y en los correos electrónicos notificacaciones@mincultura.gov.co; y 
lfino@mincultura.gov.co , como abonado telefónico: 301 7940114. 
 
Del Señor Juez, con el debido respeto 

 
LUIS FERNANDO FINO SOTELO 
C. C. No. 80.843.414 de Bogotá 
T. P. No.163415 C. S. de la J.- 
 
Anexo lo enunciado en 216 folios 
 
 
 

 
 
 

 



 
 

 
016-2022 

 

Bogotá D. C., 18 de abril de 2022 

 

Señor 
Juez Cuarto (4º) Administrativo Oral de Bogotá D.C. 
Sección Primera 
Doctor: Lalo Enrique Olarte Rincón 
Correo electrónico: correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co;  admin04bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 

E. S. D. 

 

Medio de Control: Acción Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Radicación:  11001333400220210027400 
Demandantes:  Conjunto Hacienda Santa Bárbara PH 
Demandados:  Nación – Ministerio de Cultura 
Asunto:               Constitución apoderado 

 
 
WALTER EPIFANIO ASPRILLA CÁCERES, identificado con la cédula de ciudadanía N° 1.010.162.982 de 
Bogotá D.C., domiciliado en la ciudad de Bogotá D.C., en mi calidad de Jefe de la Oficina Asesora Jurídica 
1045 15 según Resolución de Nombramiento N° 0171 del 1 de julio de 2021 y Acta de Posesión N° 0082 del 1 
de julio de 2021, con facultad para conferir poderes en nombre y representación del MINISTERIO DE 
CULTURA, según lo establecido en la Resolución N° 1374 del 14 de septiembre de 2006, entidad demandada 
en las diligencias citadas en la referencia, de manera respetuosa manifiesto que concedo poder especial, 
amplio y suficiente en derecho al abogado LUIS FERNANDO FINO SOTELO, identificado con la cédula de 
ciudadanía N° 80.843.414 expedida en Bogotá, portador de la tarjeta profesional N° 163.415 del Consejo 
Superior de la Judicatura, para que en nombre y representación del MINISTERIO DE CULTURA, intervenga 
en este trámite judicial y en todas las actuaciones que se adelanten como consecuencia del mismo. 
 
El apoderado queda investido de las más amplias facultades inherentes a este mandato, en especial las de 
interponer recursos, aceptar y/o proponer fórmulas de acuerdo, teniendo en cuenta las instrucciones impartidas 
por el comité de conciliación de la entidad y, en general, para realizar todas las acciones necesarias en la 
defensa de los intereses y derechos del MINISTERIO DE CULTURA. 
 
En atención a lo establecido en el artículo 5 del Decreto 806 del 4 de junio de 2020, manifiesto que como 
correos electrónicos deben ser tenidos en cuenta los siguientes: notificaciones@mincultura.gov.co; 
lfino@mincultura.gov.co,  
 
Solicito a usted, se sirva reconocer personería jurídica al abogado LUIS FERNANDO FINO SOTELO, en los 
términos y para los efectos del presente poder. 
 
Atentamente,  
 
 
 
WALTER EPIFANIO ASPRILLA CÁCERES  
C. C. No. .010.162.982 de Bogotá D.C. 
 T.P.  No. 211383 del C. S. de la J. 
 
Acepto el poder,  

 
LUIS FERNANDO FINO SOTELO  
C. C. No. 80.843.414 de Bogotá 
T. P.  No.  163415 del C. S. J 
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